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RESUMEN 

 

El cambio cualitativo experimentado en la filosofía del Derecho subyacente a 

la Constitución Nacional de Colombia en 1991, trasladó hacia el ser humano y 

su dignidad, la razón de ser del Estado; no obstante, se han evidenciado 

dificultades en la armonización de la visión jurídica y legal con la realidad, 

sobre todo en el campo del Derecho Penal, y ello ha conducido a que la 

filosofía garantista vigente, a menudo, colisione con las expectativas de la 

sociedad colombiana, así como con la capacidad real del Estado de 

administrar justicia. El presente artículo se concentra en analizar tales 

conflictos con una perspectiva jurídica y social y desde la posición de cada 

actor en un proceso Penal. 
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ABSTRACT: 

The qualitative change experienced in the underlying philosophy to the 

National Constitution of Colombia in 1991, moved toward the human being and 

his dignity, the raison d'être of the state; however, difficulties in harmonizing 

the legal and juristical vision to reality have been shown, especially in the field 

of criminal law, and this has led to the current philosophy of guaranties to 

collide often with the expectations of Colombia’s society, as well as the actual 

ability of the state to administer justice. This paper focuses on analyzing such 

conflicts with a legal and social perspective and since the position of each 

player in a criminal process. 
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 Freedom, terms expiration, justice, impunity. 
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INTRODUCCIÓN 

La era presente, ha sido denominada por varios académicos a nivel mundial, 

como la era de la información; los avances tecnológicos y la estandarización 

de procesos son cada vez más ágiles. Las sociedades modernas son cada 

vez más sensibles e intolerables con la ineficiencia, la injusticia, y así mismo, 

más impacientes. Vía redes sociales en cuestión de minutos es posible 

conocer las más sorprendentes y variadas amenazas, vulneraciones y 

violaciones de los derechos consagrados y reconocidos internacionalmente, 

por lo cual el poder –en buen término-, resulta  cada vez más inestable.  

 

Como un subproducto de esta era, se ha ido cediendo espacio a una 

modelación extrema de la realidad, y la cultura de los pueblos para hacerla 

encajar en un deber ser derivado de simulaciones, experimentos y hasta 

adaptaciones de experiencias ajenas o extranjeras, y buscar con ello 

resultados idealizados, lo cual encaja en buena medida con la ideología 

tecnócrata.  

 

Promovida en sus orígenes por Rouvroy en 1814, la tecnocracia se define 

como la aplicación del método científico a la resolución de problemas 

sociales, de modo diferenciado de los enfoques económicos, políticos o 

filosóficos tradicionales. Es básicamente la sociedad reducida a cifras y 

procedimientos rígidos invariables y con resultados en ocasiones inhumanos. 

 

Hoy por hoy, la raíz social del Derecho se ha ido disolviendo en modelos más 

estandarizados tanto a nivel de composición de la norma, como su aplicación, 
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y ello se ha transmitido a su vez a las aulas de ciencias jurídicas y por ende a 

los futuros operadores judiciales; pero el problema en sí no es ese, sino que 

se aplique sin competencia, sin el arte de la administración de justicia y el 

punto crítico es que no logre su principal razón de ser: La eficiencia y la 

celeridad sin tener en cuenta que se trata de seres humanos. 

 

Es por ello que cuando se trata de la mera interpretación de la norma legal, -

peor aún en su aplicación, se está llegando a omitir o a no incorporar el 

prólogo, los principios rectores, el propósito de la misma, el “espíritu” de la 

Ley e inclusive la misma Constitución.  

 

Por otro lado, resulta también común que el principio de la independencia 

judicial en Colombia esté de continuo enviado al abandono, toda vez que la 

Corte Constitucional parece haber adoptado una posición temeraria o 

sobreprotectora que ha producido que cada vez, menos jueces opten por ser 

brillantes o innovadores en sus interpretaciones y decisiones judiciales (con 

respectiva justificación)  y  acudan a métodos más tendientes a la disciplina 

tecnocrática, que varían en rango desde la copia de sentencias afines, 

aprovechar errores formales posibles vacíos en la norma, hasta soluciones 

extra-legales como el negocio de la pena con la auto-inculpación del 

imputado a la hora de dar trámite y proferir sentencia. 

 

En el caso concreto de la libertad por vencimiento de términos, tema que 

concierne a esta investigación, se puede apreciar que la Corte Constitucional 

apenas hasta este año (2014), emitió una sentencia aclaratoria respecto de 

la aplicación del numeral 5 del artículo 317 de la Ley 906 de 2004, 
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modificado por el artículo 61 de la Ley 1453 de 2011, dado que su uso 

ilegítimo, había conducido a irregularidades en perjuicio de los imputados, 

por prolongación del tiempo de espera por parte de los jueces, debido a que 

se había venido interpretando la expresión “formulación de acusación” no 

como el escrito en sí mismo, sino como la audiencia de acusación la cual 

venía manteniendo privados de la libertad a una cifra considerable de 

personas, por el hecho de que la cuenta de los 120 días quedaba 

suspendida hasta que se fijase la audiencia, cuando en realidad deben 

contarse a partir del ingreso del escrito de acusación.  

 

No obstante, esta determinación jurisprudencial, ha estado generando todo 

tipo de conflictos al interior del aparato judicial, dadas las nuevas exigencias 

interdisciplinarias e interinstitucionales, sino también entre la población 

vinculada a los procesos penales, en la medida de que por un lado unos 

reclaman justicia y otros,  experimentan violación a sus derechos 

fundamentales y el peso del Estado, situación que conduce a la necesidad 

de entrar a analizar cuál ha sido el impacto de esta medida desde la óptica 

de cada uno de los actores. 

 

En ese sentido, no se puede dejar de señalar en esta problemática, el 

defecto estructural que posee el servicio judicial en Colombia, en  virtud de lo 

cual se evidencian irregularidades en la forma de contratación de 

funcionarios (muchos cargos por libre nombramiento y remoción que bien 

pueden catalogarse como burocratizables), instalaciones inadecuadas, 

inestabilidad laboral, bajo o desproporcionado nivel salarial, falta de 

coordinación entre instituciones (fiscalía-SIJIN-INPEC), corrupción y en 

muchos casos incompetencia para ejercer debidamente el cargo, todo lo cual 
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se termina traduciendo en la dilatación de los términos y errores de operador 

judicial. 

 

Este es un claro ejemplo de lo que hoy se ha venido desarrollando a partir 

del denominado “efecto mariposa” según el cual “un aleteo de mariposa en el 

Amazonas, puede causar una tormenta en Miami”, y es el hecho de cómo la 

posición más cómoda (o única opción) para un operador judicial (bien sea 

por negligencia o por el defecto de todo el sistema) como el dejar en vilo una 

audiencia, puede afectar uno de los derechos fundamentales más 

significativos de todo ser humano como lo es la libertad, agravar en el corto 

plazo la crisis carcelaria, pero también poner en peligro a toda una sociedad 

y afectando negativamente uno de los fines esenciales del Estado como lo es 

la seguridad. 

 

Debido a la novedad hermenéutica surgida en 2014, la literatura de que se 

dispone respecto de las implicaciones de dicha variación en la vida nacional 

quizás se encuentre apenas en redacción, lo cual hace que la presente 

investigación como pionera, cobre importancia y justifique su formulación, 

convirtiéndola en un referente actualizado para el estudio de la situación 

jurídica de  las personas privadas de la libertad, así como de un sistema de 

alerta para los derechos de las víctimas. 

 

Lo anterior motivo que el legislativo por iniciativa del gobierno y el ente 

acusador, promulgara la ley 1760 del año 2015, que tiene como finalidad 

colocar límites a la restricción del derecho a la libertad mediante una 

definición más taxativa del proceder de los jueces de la república, así mismo 
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motivados por la importancia que tiene el derecho a la libertad como piedra 

angulas de la existencia humana, y en la necesidad de conciliar la política 

criminal al resto de la política pública del Estado, y al mismo tiempo 

procurando disminuir el fenómeno de la congestión carcelaria, la citada 

normatividad representa una conquista en materia de políticas garantistas 

manifestándose en el espiritu legislador que la impulso.  

  

Por tal razón el presente trabajo mediante una metodología explicativa 

basada en la recolección y análisis de datos normativos y académicos se 

propone como objetivo analizar cuáles serán las repercusiones que podría 

tener la nueva disposición de la Honorable Corte Constitucional en sentencia 

C - 390 del año 2014 sobre los actores dentro de un proceso penal, en 

materia de vencimiento de términos en el ordenamiento jurídico penal 

colombiano. Para tal efecto se procederá a asimilar la experiencia 

documentada en el despacho de la Fiscal 25 delegada ante los jueces 

penales del circuito de Planeta Rica, Córdoba así como de la subdirección de 

la fiscalía seccional Barranquilla, aprovechando la facilidad de acceso a la 

información que representa la vinculación laboral con sendas instituciones. 
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1. Planteamiento del problema 

 

Dadas las características descritas en la parte introductoria de este 

documento para la situación actual referente a la libertad de la personas 

indiciadas o acusadas en un proceso Penal por vencimiento de términos, en 

la que se advierten variables como congestión judicial, nueva hermenéutica 

vigente para el artículo 317 de la Ley 906 de 2004, errores judiciales, 

negligencia, derechos de las víctimas y derechos de los victimarios como 

seres humanos, es oportuno formular la siguiente pregunta de investigación: 

 

¿Cuáles serán las repercusiones que podría tener la nueva 

normatividad en materia de vencimiento de términos en el 

ordenamiento jurídico procesal penal colombiano producto de la 

promulgación de la ley 1760 del año 2015? 
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2. OBJETIVOS 

 

2.1 Objetivo General 

 

 Analizar Cuáles serán las repercusiones que podría tener la nueva 

normatividad en materia de vencimiento de términos en el 

ordenamiento jurídico procesal penal colombiano producto de la 

promulgación de la ley 1760 del año 2015 

 

 

2.2  Objetivos específicos: 

 

 Identificar los derechos de las víctimas y los victimarios dentro de un 

proceso penal en el marco de la novedad jurisprudencial teniendo en 

cuenta los elementos jurídicos  y conceptuales pertinentes. 

 

 Advertir acerca de las grandes dificultades que afronta el sistema 

judicial penal colombiano, y cómo éstas, afectan los derechos de las 

víctimas y los victimarios. 

 

 

 Estimar el impacto social que tendría la aplicación de la nueva 

jurisprudencia acerca de la libertad con vencimiento de términos. 

  

 Proponer alternativas de solución para mitigar los efectos negativos de 

la nueva hermenéutica aplicada al numeral 5 del artículo 317 del 

Código Penal  
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3. MARCO TEÓRICO: 

El ordenamiento jurídico colombiano en materia de política criminal en 

tiempos modernos, se ha debatido entre dos posturas antagónicas; el 

eficientísimo que pregona la mano dura contra el delito y el garantismo que 

hace prevalecer las garantías procesales dando transparencia al proceso 

penal, en la actualidad se puede establecer que el sistema penal colombiano 

es un sistema mixto, con elementos que ambas doctrinas, a pesar de que la 

constitución del año 1991 es una constitución extremadamente garantista y 

protectora de los derechos individuales, este documento, sostuvo un lento 

proceso de actualización del ordenamiento jurídico colombiano aún vigente, 

en el entendido que fue necesaria una lenta transición de comprensión de 

evolución de un estado social de derecho a un estado social y constitucional 

de derecho, es decir aquel en el que la ley no solo sirve a la sociedad, sino 

que está limitada por una norma suprema, que traza los mínimos de 

convivencia social. 

 

Por tal razón producto de la reforma del código procesal colombiano, y la 

implementación del sistema penal oral acusatorio se puede afirmar que el 

proceso de constitucionalidad del proceso penal dio pasos agigantados, sin 

embargo el populismo punitivo evito que se evolucionara hacia un estado de 

protección de garantías pleno, y se dieron pasos que desnaturalizaron el 

sistema adversarial puro, sin embargo el legislativo fue consciente de la 

necesidad de colocar límites al poder punitivo, evitando que existiera un 

tratamiento totalitario escondido sutil mente detrás de una democracia, razón 

que motivo la normatividad de referencia del presente trabajo, en materia de 

términos de duración y requisitos para la procedencia y revocatoria de las 

medidas de aseguramiento privativas de la libertad.   
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Por tal razón se puede confirmar que el citado documento hace parte de un 

proceso de transición que procura hacer prevalecer la constitución, sobre los 

impulsos políticos que ven en la lucha contra un delito una plataforma para 

construir vida electoral, a tal efecto hacer primar el derecho a la libertad por 

encima de los formalismos legales y hacer más taxativa la decisión de los 

jueces en materia de privación del mismo es una conquista que procura 

mantener vigente un débil constitucionalismo, aun en vía de construcción.  
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3.1 Corpus legal: 

 

La concepción de una nueva Constitución Política para Colombia hacia 1991 

como producto no sólo de los cambios emanados de las crisis sociales a 

nivel nacional o internacional, sino también como resultado de un “despertar” 

de la conciencia mundial  respecto de importancia de adaptar el universo de 

disposiciones atinentes a los derechos humanos (vía Organización de las 

Naciones Unidas, o bien de organizaciones regionales), produjo como bien 

se sabe, un cambio de orden de prioridades, en el que el hombre vino a 

ocupar el objetivo de la Constitución y no el Estado. 

 

En el caso Colombiano, las más de 40 leyes emitidas desde el siglo pasado 

hasta el año  2012 que ratifican sendos  tratados, protocolos o convenciones, 

dan habida cuenta de ese proceso de adaptación y vinculación, lo cual ha 

venido a denominarse “bloque de constitucionalidad” (art 93 Constitución 

Política).  

 

Así por ejemplo, en lo atinente al derecho penal y derechos humanos, se 

tiene que la Enmienda al párrafo 7º del artículo 17 y al párrafo 5º del artículo 

18 de la Convención sobre la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes (1992), adoptada por la Asamblea General  su 

Resolución 39/46, de 10 de diciembre de 1984, entró en vigor el 26 de junio 

de 1987 y quedó expresada por medio de la Ley 405 de 1997. 
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De igual modo, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, en materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, o "Protocolo de San Salvador”, suscrito en San Salvador el 17 de 

noviembre de 1988, entró en vigor el 16 de noviembre de 1999, por medio de 

la Ley 319 de 1996; así mismo,  la Convención contra la Tortura y Otros 

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adoptada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas, en su Resolución 39/46, de 10 

de diciembre de 1984, entró en Vigor el 26 de junio de 1987, por medio de la 

Ley 70 de 1986. 

 

Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos. “Pacto de 

San José”, suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, 

entró en vigor: 18 de julio de 1978 y quedó expresada en la Ley 16 de 1972. 

 

El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (1966) Adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 

en su Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, entró en Vigor 

el 23 de marzo de 1976 aunque ya había sido vinculado por medio de la Ley 

74 de 1968. 

 

EL Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

Adoptado por la Asamblea General en su Resolución 2200 A (XXI), de 16 de 

diciembre de 1966, entró en Vigor 3/01/76, incluido en la citada Ley. 
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No podría dejar de traerse a cita, la Declaración sobre los Principios 

Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso del 

Poder, de las Naciones Unidas (Res. 40/34); la Recomendación (85)11, 

adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 28 de junio de 

1985, sobre la posición de la víctima en el marco del derecho penal y del 

proceso penal (Rec. [85]11), Y la Declaración sobre Justicia y Asistencia para 

las Víctimas (Declaración SIV), de la Sociedad Internacional de Victimologia. 

 

Toda esta normatividad multilateral y ratificada por Colombia, vendría a ser 

fuente de inspiración para el Legislador tocante al código Penal (Ley 599 del 

2000), como del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004). Ambos 

códigos en sus primeros artículos, se encargan de señalar los principios que 

deben tenerse en cuenta a la hora de procesar a las personas indiciadas o 

señaladas de injustos de tipo penal, entre los cuales cabe destacar, tomando 

como referencia la Ley 599, la dignidad humana (art. 1), la integración, la 

necesidad, la proporcionalidad y la razonabilidad (art. 3); la prevención 

general, la retribución justa, la prevención especial, la reinserción social y la 

protección al condenado (art. 4); la protección, la curación, la tutela y la 

rehabilitación (art. 5) y finalmente la Legalidad (art. 6).  

 

De la Ley 906 de 2004, se destacan (además de los concordantes y ya 

mencionados arriba),  la libertad (art 2), la presunción de inocencia (art. 7), la 

actuación procesal (art. 10, en virtud de la cual los funcionarios judiciales 

harán prevalecer el derecho sustancial),  los derechos de las víctimas (art. 11) 

y la prevalencia, que advierte sobre la jerarquía de las normas rectoras sobre 

cualquier otra disposición de dicho código las cuales “serán utilizadas como 

fundamento de interpretación” (art. 26). 
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A más de esto, y a pesar de no estar taxativamente expreso en los códigos 

citados, el principio de celeridad, se haya como uno de los más importantes 

en la administración de justicia.  

 

Así por ejemplo, el art. 29 superior, al versar sobre el debido proceso y las 

actuaciones judiciales y administrativas, señala que: 

 

[…] Toda persona se presume inocente mientras no se la haya 

declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene 

derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido 

por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 

debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 

pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 

impugnar la sentencia condenatoria, a no ser juzgado dos veces 

por el mismo hecho […].Lo cual fue mejor expresado por medio 

de la Ley 1285 de 2009, por medio de la cual se reformó la Ley 

Estatutaria de Administración de Justicia (270 de 1996); en el art. 

4, dicha Ley señala que:  

 

La administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en 

la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su 

conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de 

estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su 

violación injustificada constituye causal de mala conducta, sin 

perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se 

aplicará respecto de los titulares de la función disciplinaria. 
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Las actuaciones que se realicen en los procesos judiciales 

deberán ser orales con las excepciones que establezca la ley. 

Esta adoptará nuevos estatutos procesales con diligencias orales 

y por audiencias, en procura de la unificación de los 

procedimientos judiciales, y tendrá en cuenta los nuevos avances 

tecnológicos. 

 

Más adelante, en el art. 14, la Ley en cita, confiere especiales poderes al 

juez, siguiendo el principio de celeridad con que inicia, por medio de la 

adición de un art. 60A a la Ley 270 de 1996: 

 

Poderes del juez. Además de los casos previstos en los artículos 

anteriores, el Juez podrá sancionar con multa de dos a cinco 

salarios mínimos mensuales, a las partes del proceso, o a sus 

representantes o abogados, en los siguientes eventos: 

1. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad. 

2. Cuando se utilice el proceso, incidente, trámite especial que 

haya sustituido a este o recurso, para fines claramente ilegales. 

3. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de 

pruebas o injustificadamente no suministren oportunamente la 

información o los documentos que estén en su poder y les fueren 

requeridos en inspección judicial, o mediante oficio. 

4. Cuando injustificadamente no presten debida colaboración en 

la práctica de las pruebas y diligencias 



18 
 

5. Cuando adopten una conducta procesal tendiente a dilatar el 

proceso o por cualquier medio se entorpezca el desarrollo normal 

del proceso.  

 

Texto legal que sirve de referente para el polémico artículo 317 del Código 

de Procedimiento Penal, que en su numeral 5º, ha sufrido dos cambios 

importantes que atañen a la libertad de las personas indiciadas o acusadas 

según el caso, a raíz de la sentencia C-390 de 2014 de la Corte 

Constitucional:  

 

Primero, el punto de referencia para calcular el vencimiento de los términos, 

el cual  pasó de la celebración de la audiencia, al ingreso del escrito de 

acusación. 

 

Segundo, que los días se redujeron a la mitad, pasando de 120 días a sólo 

60 para que se pueda alegar vencimiento de términos; esto significa que si a 

la situación actual (que está asfixiando al sistema penal) le queda un margen 

de maniobra hasta junio de 2015, cuánto más se espera que llegue a ser 

crítica la situación-problema en Colombia ante enormes retos para los 

operadores judiciales, la infraestructura,  la administración de justicia y el 

Estado social de Derecho si no se proveen los recursos correspondientes 

para preservar los principios de la confianza legítima y la seguridad jurídica. 

Ahora, bien, según el artículo 29 del Código de Procedimiento Penal, 

corresponde a esta jurisdicción “la persecución y el juzgamiento de los 

delitos cometidos en el territorio nacional, y los cometidos en el extranjero en 

los casos que determinen los tratados internacionales suscritos y ratificados 
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por Colombia y la legislación interna”. Esta ley no incluye los delitos 

cometidos por la Fuerza Pública en servicio activo ni los asuntos de las 

jurisdicciones indígenas, lo cual se relaciona con la recarga procesal que a 

continuación se aborda. 

 

3.2 Congestión Judicial: 

Según los artículos 35, 36 y 37 CPP, los jueces penales del circuito 

especializado conocen alrededor de 25 delitos que van desde el Genocidio 

hasta la función de control de garantías, no obstante, de manera adicional: 

 

A los juzgados penales entran muchos abusos sexuales y 

apelaciones de lo que es denominado pequeñas causas. Estas 

causas ya terminaron, pero ahora se congestiona porque antes 

todo se trataba como pequeñas causas. Al tumbar la Corte esa 

normatividad, eso pasa otra vez a la Fiscalía y la Fiscalía no se 

quiere congestionar más, entonces se los devuelve a ellos (Tobón, 

Carlos. Juez 36 Penal del Circuito, entrevistado por Coronado, X. 

Bogotá, 2008). 

 

De acuerdo con Torres (2002), se presenta congestión judicial “cuando el 

aparato judicial establecido por la Constitución y la ley, no es capaz de 

responder oportunamente a las necesidades de las personas”.  Dicho 

fenómeno, ha venido siendo un recurso muy frecuente que se esgrime de 

parte de muchos operadores judiciales, bien sea de los juzgados o bien de la 

fiscalía, a la hora de explicar el porqué de la ralentización advertida en la 
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mayoría de los procesos, además de la falta de personal o de equipos, falta 

de cooperación o integración del INPEC, etc., todo lo cual termina siendo un 

campo propicio para la libertad de los indiciados/acusados, y el perjuicio de 

los derechos de las víctimas. 

  

De acuerdo con Bernate (2013), La mitad de las audiencias, se tramitan con 

la exclusiva finalidad de dar lectura a documentos previamente conocidos por 

las partes. La gran mayoría de las audiencias son innecesarias. Se presenta 

por ejemplo las Audiencia de lectura de acusación, Audiencia de lectura del 

fallo, Audiencia de lectura de la apelación o del fallo de casación. En estas 

audiencias de manera exclusiva se asiste a que el funcionario lea el proveído 

sin mayor finalidad. Eso es oralidad? 

 

La congestión judicial en algunos despachos, es el mal principal que aqueja 

a la administración; este problema parece no tiene sector específico, sin 

embargo, en algunas ramas, la situación es más crítica por ejemplo en la civil, 

penal y en la administrativa.   

 

Vanegas (2002) afirma que “la ineficiencia de la Fiscalía se relaciona con la 

cantidad de tiempo y recursos que se requieren en el estudio previo de la 

toma de decisiones en el desarrollo de las funciones judiciales que ésta 

detenta”.  

 

Siguiendo a Coronado (2009), hoy en día, en la Fiscalía General de la 

Nación, se sacan de 60 a 70 resoluciones de similares características, de los 



21 
 

de la ley 600 (inhibitorios, resoluciones de acusación, preclusión, situaciones 

jurídicas y otros), “esto significa que el trabajo se ha quintuplicado y el 

recurso humano es menos”. 

 

Según un Reporte de Justicia del CEJA en enero de 2007 había 142,28 

personas privadas de libertad cada 100.000 habitantes, 6,7% menos 

respecto a 2004. Antes del sistema penal acusatorio, durante el gobierno de 

César Gaviria se tuvo que declarar el estado de conmoción interior en una 

ocasión con el fin de evitar la salida de la cárcel de 800 detenidos y 

sindicados por múltiples delitos, ya que en poco tiempo cumplirían el tiempo 

de detención preventiva y en el aparato judicial no se les había resuelto la 

acusación ni dictado sentencia. Obviamente esto fue un gran error porque se 

violaba un derecho fundamental como es el de la libertad, mediante la 

declaración de ese Estado solamente por la ineficiencia de la justicia. 

 

Del total de la población encarcelada, 32,18% lo estaba sin condena, lo cual 

representa más de 35.000 personas, esperando la definición de su situación 

judicial debido a la congestión, situación que se agrava cuando los 

operadores judiciales deciden exigir lo que ellos consideran derechos 

laborales vulnerados, realizando protestas y cese de actividades. 

 

Tal y como lo plantea el Consejo Superior de la Judicatura en un estudio 

realizado entre 2005 y 2006, se halló que:  

Uno de los factores que más congestionan para los funcionarios 

es la introducción de la audiencia preparatoria. Al analizar el 
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proceso, resultó contradictorio porque la idea de esta audiencia es 

purgar vicios de procedimiento que impedirían pronunciarse a 

fondo en la sentencia; esta distorsión puede ser porque la ley 

anterior otorgaba un término de 30 días hábiles para solicitar 

pruebas y proponer nulidades, después del cual los abogados 

entregaban un memorial que era contestado por escrito por el juez.  

 

Ahora, a pesar de que el término se redujo a 15 días, en lugar de 

ser una verdadera audiencia, las solicitudes se elevan por escrito, 

se contestan en la audiencia, pero se recurren por escrito y 

además la audiencia se transcribe; con eso, se hacen nugatorios 

los propósitos de la audiencia preparatoria. Otro aspecto que 

congestiona en esta jurisdicción es, por ejemplo, la notificación del 

inicio de instrucción de manera que se pueda hacer de forma 

secreta e informal. La parte civil dentro del proceso penal y las 

diligencias judiciales también dilatan los procesos. 

 

Otros factores señalados por el estudio citado, son por ejemplo, la falta de 

capacitación en conciliación y en los nuevos esquemas de valores y 

principios asociados a los mecanismos alternativos de resolución de 

conflictos (MASC). Los jueces también consideran que las comisiones y las 

decisiones de segunda instancia generan un exceso de trabajo. En algunos 

lugares, se observó la ausencia de modelos de gestión, procedimientos de 

planificación y de inspección, vigilancia y control de la actividad judicial.  
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El estudio del Consejo Superior, concluye señalando anteriormente, un juez 

contaba con 5 o 6 personas a su disposición, entre ellos: citador, escribiente, 

un oficial mayor, un secretario y todas esas personas trabajaban para un solo 

juez. Hoy en día, la Fiscalía, por ejemplo, cuenta con una secretaría común 

administrativa y un solo asistente para el Fiscal, lo mismo que los jueces, lo 

cual torna la carga laboral considerablemente exigente. 

 

Cabe señalar en contexto, que otro factor que ha congestionado los 

despachos judiciales penales es que se ha disparado la delincuencia a través 

de las personas que se han desmovilizado principalmente de los grupos 

paramilitares. A raíz de la desmovilización de los grupos de las autodefensas, 

los delitos que más han congestionado la unidad de la Fiscalía es el delito de 

amenaza y desaparición forzada, al igual que el desplazamiento forzado 

porque cuando esas bandas criminales estaban en pleno vigor y en plena 

acción en el área rural de este departamento, a las personas les hurtaban el 

ganado, los amenazaban y los hacían ir de sus tierras y de su finca bajo la 

pena de matarlos en el evento de que no atendieran a sus amenazas y 

entonces esas amenazas están represadas por el físico miedo que tienen las 

personas de denunciar porque aún estaban actuando los grupos al margen 

de la ley.  

 

No obstante, parece ser que en efecto, el nuevo Sistema Penal Oral 

Acusatorio si está dando resultados, y ello, simplemente se ha combinado 

con la confianza que genera el sistema y ha provocado una avalancha de 

acciones legales para la restitución de derechos. Así Socarras (2008), en 

calidad de juez especializado del Circuito de Valledupar, señala que: 
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Hoy como ya se han desmovilizado y el Estado ha entrado en 

buena forma a ocupar con legitimidad los espacios dejados por la 

delincuencia, ya las personas tienen confianza en el Estado y han 

venido a denunciar hechos de 8 a 10 años atrás y es el deber de 

la justicia, investigar. Esto también ha congestionado. 

 

Otra causa de la congestión en el área penal es que en Colombia 

se empieza con un proceso ejecutivo y termina siempre en la 

Rama Penal, es decir, así sea diciendo que la letra es falsa, lo 

cual implica que se tendría que investigar por algún tipo de 

falsedad y todo se lleva a la última ratio penal, al último concepto 

del derecho en el sentido de que es lo último que se debe ventilar. 

“Uno debe abordar otras instancias, pero nosotros todo lo 

judicializamos, es decir, hay abogados que judicializan un proceso 

civil y lo reconducen a un proceso penal, cuando no tiene sentido 

estar en el proceso penal, es decir, muchas de las investigaciones 

en la Fiscalía son investigaciones que no tienen que estar 

tramitándose en lo procesal penal porque son de competencia de 

lo laboral, de lo administrativo, de lo civil, etc. (En: Coronado, 

2009). 

 

Como se puede apreciar, la situación actual de congestión, se debe en parte 

a lo que podría denominarse “efecto inercial de la ineficiencia y la 

inconsciencia” exhibida tanto por el sistema mismo, como por muchos 

operadores judiciales que más tarde terminan haciendo parte de la creciente 

cifra de casos de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura 

por concepto de errores judiciales, prevaricato, o corrupción etc. En todo 
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caso, se podría estimar que en condiciones normales y eficientes, hacia el 

2020 el sistema funcione mucho mejor. 

 

3.3  Habeas corpus: 

Ahora bien, de cara al tema central de la presente investigación, es 

necesario abordar aspectos considerables de la figura del Hábeas Corpus 

contemplada por la Carta Política en el art. 30 reglamentado por la Ley 1095 

de 2006, según la cual, Quien estuviere privado de su libertad, y creyere 

estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, 

en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Habeas Corpus, el cual 

debe resolverse en el término de treinta y seis horas. 

 

Teniéndose como pertinente recordar que el hábeas corpus es una acción 

constitucional orientada a la protección del derecho fundamental a la libertad, 

cuyo alcance está determinado por los tratados de derechos humanos 

ratificados por Colombia, específicamente la Convención Americana de 

Derechos Humanos de San José de Costa Rica suscrita el 22 de noviembre 

de 1969 y aprobada mediante la Ley 16 de 1972, que dispone en el artículo 

7, numeral 6: 

 

[…] toda persona privada de la libertad tiene derecho a recurrir 

ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin 

demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su 

libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados 

Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera 
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amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir 

ante un juez competente a fin de que este decida sobre la 

legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido 

ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra 

persona. 

 

Dado que esta figura, apelada por excelencia por parte de los interesados en 

recuperar su libertad cuando se advierte alguna forma o circunstancias 

propicias para el vencimiento de términos, ha recibido algunas precisiones  

por las altas magistraturas, dados los evidentes conflictos que ha traído la 

confusión que surge cuando hay cesaciones temporales de la actividad 

judicial, o cuando el INPEC no cumple sus funciones, o bien cuando no se 

invita al procurador, o el ente acusador o el juez no asisten a las audiencias. 

 

Así, la Corte Constitucional en la sentencia C- 496 de 1994, ha puntualizado 

al respecto: 

Ahora bien, el alcance de la garantía de Hábeas Corpus debe ser 

determinado de conformidad con los tratados de derechos 

humanos ratificados por Colombia (C. P art. 93) ¿Cuál es 

entonces el contenido de esta garantía dentro del sistema 

interamericano? Para ello conviene retomar nuevamente los 

criterios de la Corte Interamericana, máximo intérprete judicial de 

los alcances normativos de la Convención Interamericana. Según 

este tribunal, el Hábeas Corpus, reconocido en el artículo 7-6 de 

la Convención, sólo adquiere su pleno sentido protector a la luz de 

los principios del debido proceso contenidos en el artículo 8º de 
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este mismo instrumento internacional, puesto que ésa es la forma 

de realizar el principio de la efectividad de los medios procesales 

destinados a garantizar los derechos humanos”.  

 

Por ello, el legislador al expedir la Ley 1095 de 2006, mediante la 

cual reglamentó el artículo 30 de la Constitución Política, en el 

artículo 7 estableció que la providencia que niegue el hábeas 

corpus podrá ser impugnada, dentro de los tres días siguientes a 

la notificación, sin establecer la exigencia de sustentación, 

armonizando de esa forma con la naturaleza preferente y sumaria 

que a tal acción atribuye la Constitución y la ley en cita. 

 

En cuanto a lo que constituye el objeto de este mecanismo de 

protección, el hábeas corpus es a la vez garantía de inviolabilidad 

de la libertad personal, derecho fundamental y acción 

constitucional destinada a ser ejercida en cualquiera de los 

siguientes eventos: i) cuando la persona es privada de libertad 

con violación de las garantías constitucionales o legales, y ii) 

cuando la privación de la libertad se prolonga ilegalmente. 

 

Además, de acuerdo con reiterada jurisprudencia de la Sala de 

Casación Penal, si bien el hábeas corpus no necesariamente es 

residual y subsidiario, cuando existe un proceso judicial en trámite 

no puede utilizarse con ninguna de las siguientes finalidades: i) 

sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los 

cuales deben formularse las peticiones de libertad; ii) reemplazar 
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los recursos ordinarios de reposición y apelación establecidos 

como mecanismos legales idóneos para impugnar las decisiones 

que interfieren el derecho a la libertad personal; iii) desplazar al 

funcionario judicial competente; y iv) obtener una opinión diversa 

—a manera de instancia adicional— de la autoridad llamada a 

resolver lo atinente a la libertad de las personas. 

 

En efecto, de acuerdo con el artículo 154, numeral 8, de la Ley 906 de 2004, 

modificado por el 12 de la Ley 1142 de 2007, entre otros asuntos, se 

tramitan ante el juez de control de garantías, las “…peticiones de libertad 

que se presenten con anterioridad al anuncio del sentido del fallo”. Por su 

parte, el artículo 156 del mismo estatuto señala que las actuaciones deben 

desarrollarse con estricto cumplimiento de los términos procesales, 

destacando que su incumplimiento “será sancionado”, y en armonía con ese 

precepto, el 160 de la citada codificación (modificado por el 48 de la Ley 

1142 de 2007), relativo al término para adoptar decisiones, en su inciso 

segundo perentoriamente establece: 

 

Cuando deban adoptase decisiones que se refieran a la libertad 

provisional del imputado o acusado, el funcionario judicial 

dispondrá máximo de tres días hábiles para realizar la audiencia 

respectiva. 

 

Lo cual implica que en cierto sentido, parece indicar que los derechos del 

sindicado como victimario, cobran prevalencia o se inclina la balanza sobre 
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los derechos de las presuntas víctimas, asunto que se desarrollará en el 

apartado de la discusión. 

 

3.4 El término del art. 317 C.P.P: 

Gran parte de las vicisitudes acaecidas en el universo penal en el que se 

libra la difícil contienda entre derechos, libertades e intereses, se derivan de 

un vértice bastante pequeño en comparación con las dificultades que ha 

traído. Se trata del numeral 5º del artículo 317 del Código de procedimiento 

penal colombiano Modificado por el art. 30, Ley 1142 de 2007, Modificado 

por el art. 61, Ley 1453 de 2011, modificado por el art. 38, Ley 1474 de 2011, 

que señala lo referente a las causales de libertad: 

La libertad del imputado o acusado se cumplirá de inmediato y 

solo procederá en los siguientes eventos: 

1. Cuando se haya cumplido la pena según la determinación 

anticipada que para este efecto se haga, o se haya decretado la 

preclusión, o se haya absuelto al acusado. 

2. Como consecuencia de la aplicación del principio de 

oportunidad. 

3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya 

sido aceptado por el juez de conocimiento. 

4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la 

fecha de la formulación de imputación no se hubiere presentado la 

acusación o solicitado la preclusión, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 294. 



30 
 

5. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la 

fecha de la formulación de la acusación, no se haya dado inicio a 

la audiencia de juicio oral. 

 

La Corte Constitucional en Sentencia C-390 de junio de 2014, resolvió una 

demanda de inconstitucionalidad que aducía la violación del derecho a la 

libertad, el debido proceso y el principio de celeridad contemplado en la 

norma superior, por parte del artículo arriba citado. En la parte resolutoria, la 

alta Corte declaró exequible la expresión “la formulación de la acusación” del 

numeral 5º del artículo 317 de la Ley 906 de 2004, en el entendido de que 

salvo que el legislador disponga un término distinto, el previsto en dicho 

numeral se contará a partir de la radicación del escrito de acusación (se 

subraya) y aclaró que “los efectos de la anterior declaración de exequibilidad 

condicionada quedan diferidos hasta el 20 de julio de 2015, a fin de que el 

Congreso de la República expida la regulación correspondiente”. 

 

De acuerdo con esa disposición la libertad procede cuando transcurridos 

sesenta (60) días ininterrumpidos desde la formulación de la acusación no 

se ha iniciado la audiencia de juzgamiento. Ese plazo se duplicará cuando 

sean tres o más los imputados o delitos, y se trate de conductas punibles de 

competencia de los jueces penales del circuito especializado, o contra la 

administración pública, o respecto del patrimonio económico cuando la 

exacción recaiga en bienes del Estado en los que proceda la detención 

preventiva. 
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3.5 La víctima. 

No obstante, cabe anotar que en el desarrollo o la configuración del nuevo 

Sistema Penal Oral Acusatorio, la víctima (usando la palabra como en 

sentido genérico, incluyendo el plural), no es considerado parte activa dentro 

del proceso, sino que el Estado “ocupa” su lugar, de modo que ésta no tiene 

capacidad de reclamación directa.  

 

Así por ejemplo, en Sentencia C-412 de 1993, la Corte Constitucional había 

sido clara en que las víctimas tenían derecho a participar dentro del proceso 

penal en búsqueda del restablecimiento de sus derechos integrales, tienen 

igualmente sustento constitucional en el principio de participación que está 

consagrado en el artículo 2 de la Carta, según el cual las personas pueden 

intervenir en las decisiones que los afectan; no obstante, con la Sentencia C-

228 de 2002, surge un cambio relevante del significado de las víctimas y de 

la participación de las mismas en el proceso penal. Si bien es cierto, las 

normas demandadas en aquella ocasión hacían parte de la ley 600 de 2000, 

el cambio jurisprudencial fue más de fondo que de forma, toda vez que sus 

consecuencias sirvieron para adoptar cambios significativos dentro del 

ordenamiento jurídico penal que hoy rige con la ley 906 de 2004. 

 

El viraje consistió en que la víctima dejaría de ser vista como un “ración 

indemnizable económicamente dentro del proceso” y ahora tendría además 

derecho a la justicia, la verdad y la reparación. No obstante, la víctima 

continúa en “voz pasiva” y sigue careciendo todavía de capacidad de gestión 

o intervención en materia probatoria y acusatoria. Como bien señala, García-

Pablos (2003), El derecho penal parece hallarse sesgado y unilateralmente 
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dirigido a la persona del infractor, relegando a la víctima a una posición 

marginal: al ámbito de la prevención social y del derecho civil sustantivo y 

procesal. El sistema legal, por ejemplo, define con toda precisión el estatus 

del inculpado, sin que dicho garantismo a favor del presunto responsable 

tenga como lógico correlato una preocupación semejante por los derechos 

de las víctimas. 

 

En ese mismo sentido, Sampedro Arrubla (2008), sostiene que El Estado 

preocupado en perseguir y castigar al delincuente por la vulneración al 

ordenamiento jurídico ha despersonalizado el conflicto subyacente al delito, 

apropiándose de él, ha excluido a las víctimas incrementando el daño 

producido por el delito, despojando de la dimensión humana y pluralista al 

sistema penal. 

 

De acuerdo con Márquez (2004), en los sistemas penales actuales, la 

víctima ha sido despojada de su conflicto, es decir, el Estado secuestra el 

conflicto penal para evitar la venganza personal de la víctima o sus 

afectados con el delito, y dirige toda su atención a la persecución y sanción 

del autor del hecho, olvidando las necesidades de protección, respeto y 

consideración de quien ha sufrido la acción delictiva.  

 

De esta manera el Estado sienta su interés en el delincuente, como única 

manera de controlar el delito. Todas las garantías procesales, así como los 

derechos fundamentales del delincuente, están protegidas; de ahí que algún 

autor haya indicado que la legislación penal es la carta magna del 

delincuente (Márquez, 2004).  
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Por lo tanto, la deshumanización del sistema penal tiene su reflejo directo en 

el proceso que ha terminado en convertirse en un instrumento de una justicia 

formal, que en no pocas ocasiones es generador de mayores daños y 

perjuicios de los que causan los delitos, porque si bien la libertad del 

procesado por vencimiento de términos no implica la terminación  del 

proceso, la inocencia del procesado, la exoneración de responsabilidad o la 

existencia futura de una sentencia absolutoria, continuando la investigación 

como el juicio (razón por la cual no se habla de una libertad definitiva sino de 

una que reviste el carácter de provisional, ya que en virtud de la 

investigación, el procesado puede nuevamente privado de la libertad, más 

aún si se produce sentencia condenatoria en su contra), la libertad por 

vencimiento de términos deja en la sociedad cierta sensación de impunidad, 

y potencialmente sujeta a la zozobra, quedando por ello la autoridad judicial 

obligada a actuar con prontitud para demostrar la responsabilidad penal del 

procesado y lograr su recaptura, puesto que el clamor social y de las 

víctimas de la comisión de un delito además de reclamar justicia, claman por 

el respeto y garantía de sus derechos a la verdad y reparación. 

 

3.6  Los derechos de las víctimas 

 

De acuerdo con la Sentencia C-228 de 2002, y siguiendo a Mejía (2014), la 

Corte Constitucional explica que tanto en los sistemas romano-germánicos, 

como en los de tradición anglosajona, los derechos de los vencidos por el 

injusto penal, han sido considerados como relevantes. Sin embargo, la 

intervención y derechos de las víctimas han tenido evoluciones distintas en 

uno o en otro sistema, respecto a la participación de las víctimas en el rito 

penal se identifican dos grandes posturas. En primer lugar en los sistemas 
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romano-germánicos, generalmente se ha permitido la participación de las 

víctimas en el proceso penal a través de su constitución en parte civil. En 

cambio en los sistemas de tradición anglosajona, la participación de las 

victimas tradicionalmente se ha limitado a un papel de testigo, sin embargo 

dicha postura ha ido variando, al punto que a las víctimas se les ha otorgado 

el derecho a impulsar la investigación criminal y el proceso penal (Pradel, 

1995). 

 

Este trasegar ideológico-filosófico se ha visto reflejado en un primer 

despuntar por medio de la Sentencia T-556 de 2002, según la cual las 

víctimas tienen derecho a acceder al proceso penal por esta vía excepcional 

cuando su participación se vea amenazada o vulnerada, ampliando las 

posibilidades de participación de la víctima a situaciones ya consolidadas; en 

ese sentido como lo expresa Matyas (2012), al revisar la constitucionalidad 

del artículo 323 de la Ley 600 de 2000, en la Sentencia C-451 de 2003, la 

Corte resaltó el derecho de las víctimas a participar con total garantía en la 

etapa de la investigación previa, debido a su interés como partícipe especial, 

en que se establezca la verdad y la justicia.  

 

En la sentencia C-570 de 2003, la Corte realiza un interesante estudio de las 

prerrogativas de la víctima al constituirse como parte civil en los procesos 

penales, en contraste con las acciones en la jurisdicción civil, resaltando las 

amplias facultades, protección y facilidades que se le debe dar derivados de 

su interés protegido constitucionalmente, que se conozca la verdad y que se 

imparta justicia, uno de los fines del Estado con el proceso penal, mucho 

más allá de la reparación integral como derecho subjetivo. 
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En ese mismo sentido se pronunció en la sentencia C-775 de 2003 al decidir 

sobre la exequibilidad del artículo 21 de la Ley 600 de 2000, artículo que 

reglamenta el restablecimiento de los derechos de las víctimas. En ella 

reitera la obligación del Estado de la investigación integral que garantice los 

fines de la justicia, resaltando que no es posible lograr la justicia sin la 

verdad. No es posible llegar a la reparación sin la justicia. 

 

Finalmente en Sentencia C-651 de 2011, la Corte presenta un nuevo avance, 

trayendo a colación la última línea jurisprudencial, según la cual,  

 

[…] en la sentencia C-047 de 2006, en la que protegió el derecho 

de la víctima del delito permitiéndole impugnar la sentencia 

absolutoria, y en la sentencia C-979 de 2005, en la que garantizó 

su derecho a solicitar la revisión extraordinaria de las sentencias 

condenatorias en procesos por violaciones a derechos humanos o 

infracciones graves al derecho internacional humanitario, cuando 

una instancia internacional haya concluido que dicha condena es 

aparente o irrisoria. Además, en tanto la decisión de absolución 

perentoria es proferida por el juez a través de una sentencia, la 

misma puede ser objeto de impugnación a  través del recurso de 

apelación previsto para este tipo de decisiones en el artículo 176 

del Código de Procedimiento Penal, dado que, la efectividad de 

los derechos de la víctima del delito depende, entre otras 

garantías procedimentales, del ejercicio del derecho a impugnar 

decisiones adversas, en particular las sentencias condenatorias, 

absolutorias y las que conlleven penas irrisorias. 



36 
 

De esta revisión de Sentencias y autores, se puede apreciar que todavía la 

víctima posee tímida y excepcionalmente derecho a participar de manera 

activa dentro del proceso y el Derecho Penal colombiano. Según el artículo 

11 del Código de Procedimiento Penal, que versa sobre los derechos de las 

víctimas, señala que El Estado garantizará el acceso de las víctimas a la 

administración de justicia, en los términos establecidos en este código. En 

desarrollo de lo anterior, las víctimas de un injusto de tipo penal, tendrán 

derecho a: 

a) Recibir, durante todo el procedimiento, un trato humano y digno; 

b) Protección de su intimidad, a la garantía de su seguridad, y a la 

de sus familiares y testigos a favor; 

c) Una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo 

del autor o partícipe del injusto o de los terceros llamados a 

responder en los términos de este código; 

d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas 

e) A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los 

términos establecidos en este código, información pertinente para 

la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los hechos 

que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido 

víctimas; 

f) Que se consideren sus intereses al adoptar una decisión 

discrecional sobre el ejercicio de la persecución del injusto; 

g) Ser informadas sobre la decisión definitiva relativa a la 

persecución penal; a acudir, en lo pertinente, ante el juez de 
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control de garantías, y a interponer los recursos ante el juez de 

conocimiento, cuando a ello hubiere lugar; 

h) Ser asistidas durante el juicio y el incidente de reparación 

integral, si el interés de la justicia lo exigiere, por un abogado que 

podrá ser designado de oficio; 

i) Recibir asistencia integral para su recuperación en los términos 

que señale la ley; 

j) Ser asistidas gratuitamente por un traductor o intérprete en el 

evento de no conocer el idioma oficial, o de no poder percibir el 

lenguaje por los órganos de los sentidos. 

 

Como parte del amparo dado a los derechos de los menores de edad como 

víctimas de delitos sexuales, y trayendo a colación la disyuntiva derechos de 

la víctima y derechos del victimario que se ha planteado en la presente 

investigación, la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte 

Suprema de Justicia ha prohijado la tesis según la cual es inviable el instituto 

de la libertad provisional, incluyendo el vencimiento de términos.  

 

En efecto, en fallo de fecha 30 de mayo de 2012, con radicación 37668 la 

Corte dijo que no se debe olvidar que no aplica el vencimiento de términos 

por un delito contra la libertad, integridad y formación sexuales cometido 

sobre menores de edad, respecto del cual pesa la prohibición contenida en 

el artículo 199 de la Ley 1098 de 2006, en los siguientes términos: 

No procederán las rebajas de pena con base en los preacuerdos y 

negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado, previstos 
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en los artículos 348 a 351 de la Ley 906 de 2004. Tampoco 

procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o 

administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados 

en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea 

efectiva. 

 

Continúa el fallo citado sosteniendo que  

En su interpretación natural y obvia, es claro que el precepto atrás 

destacado (artículo 199 del Código de la Infancia u la 

Adolescencia, Ley 1098 de 2006) busca cerrar cualquier puerta 

que en la delimitación exhaustiva de los siete numerales 

anteriores pueda quedar abierta, haciendo inequívoco el interés 

del legislador en que a la persona imputada, acusada o 

condenada por esos delitos señalados en el inciso primero del 

artículo 199 de la Ley 1098 de 2006, que arrojen como víctimas a 

infantes y adolescentes, no se les otorgue ningún tipo de beneficio, 

rebaja o prebenda legal, judicial o administrativa, con la sola 

excepción, porque expresamente se dejó sentada ella, de los 

beneficios por colaboración eficaz. 

 

Con sustento en esta hermenéutica, funcionarios judiciales han negado la 

libertad provisional por vencimiento de términos en casos donde las víctimas 

son menores de edad y se procede por los delitos específicamente 

establecidos en la disposición. En virtud de la interposición del derecho de 

habeas corpus por algunos afectados, el asunto ha sido abordado por la 

Corte a través de decisiones unipersonales coincidentes en señalar que la 
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prohibición se extiende a la libertad provisional por vencimiento de términos, 

de manera que el fallo citado, retoma las palabras de un magistrado del 

tribunal de Sincelejo, Sucre, quien fundamentó sus decisiones en el hecho 

de que: 

 

el contenido del numeral 8 del artículo 1991 del estatuto en 

mención ponderado  al lado del parágrafo de dicho artículo 2 y la 

decisión del 17 de septiembre de 2008, como también de las 

consideraciones atinentes a la protección y prevalencia de los 

intereses de los menores, según lo ordena la Constitución Política, 

y fue de esta manera como concluyó, entonces, en que la 

intención del legislador fue la de excluir de cualquier prebenda a 

los procesados por ciertas conductas punibles - entre ellas las 

constitutivas de abuso sexual- en perjuicio de los menores, motivo 

por el cual debe entenderse incluida la concesión de la libertad 

provisional.  

 

De acuerdo con Márquez (2009), en la sentencia C-805 de 2002, la Corte 

reconoció el derecho de las víctimas del delito a solicitar el control de 

legalidad de la decisión del fiscal de no imponer medidas de aseguramiento 

y en la sentencia C-209 de 2007, destacó la relevancia que tienen, para las 

víctimas, las determinaciones relacionadas con la imposición de medidas de 

aseguramiento al imputado y reconoció a las víctimas el derecho de 

controlar las omisiones, inacciones o decisiones que afecten sus derechos. 
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Sin embargo a fecha de cierre de la edición de este documento, se 

encuentra en curso una polémica iniciativa concerniente a la posibilidad de 

otorgar beneficios jurídicos a los sindicados de delitos sexuales contra 

menores, iniciada por el propio Fiscal General de la Nación, Eduardo 

Montealegre Lynett sin que se haya planteado la idea de un referéndum al 

respecto.  El alto funcionario plantea que “detrás de los crímenes contra 

muchos niños en el mundo entero lo que hay son organizaciones delictivas 

que se dedican a la trata de blancas y el abuso de menores”. Dicho de otro 

modo: dar con las grandes organizaciones, con lo colectivo, justifica el 

sacrificio en la parte individual: mejor toda la estructura encarcelada si eso 

implica bajarle la condena a uno solo. Otra estrategia de macro criminalidad, 

que va en la misma bolsa con otras propuestas controversiales como la de 

negociar la pena durante la condena (no en el proceso previo); esta iniciativa 

galopa entre la sensación de injusticia y la oportunidad de erradicar más 

eficazmente las estructuras dedicadas a esos delitos contra los menores. 

 

De acuerdo con la Directora Nacional del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, Cristina Plazas (2015), después del maltrato infantil, la violencia 

sexual es el segundo motivo de ingreso de los niños, niñas y adolescentes al 

sistema de protección del ICBF. Actualmente cursan en esa entidad 12.952 

procesos de restablecimiento de derechos de menores de edad víctimas de 

violencia sexual, especialmente abuso sexual; aunque también se registran 

casos de explotación sexual y de trata de personas con fines sexuales. 

 

Esa cifra corresponde al acumulado de casos vigentes en el instituto, pero si 

se revisan con lupa las cifras del último año (marzo del 2014 a marzo del 

2015), se puede establecer que el ICBF ha recibido un promedio mensual de 
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587 nuevos casos de violencia de este tipo en todo el país; de ahí que la 

iniciativa propuesta por el Fiscal General, resulte en cierto modo razonable 

en términos de eficacia, siguiendo el principio económico de la teoría de 

juegos. 
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4. DISCUSIÓN 

 

4.1 Panorama. 

 

Visto el marco teórico vigente para esta investigación, cabe recordar que tal y 

como se señaló en el planteamiento del problema, resulta interesante 

abordar un análisis relativo a las repercusiones que tiene no sólo haberse 

reducido el tiempo que debe transcurrir para solicitar la libertad por 

vencimiento de términos a la mitad (dado que se pasó de 120 días a 60), 

sino el hecho de que el tiempo para calcular los términos para la libertad por 

vencimiento de los mismos, se computa desde el ingreso del escrito de 

acusación y no desde la audiencia. 

 

Aunado a lo anterior, la fusión de los factores críticos como la recarga 

procesal inercial, el así catalogado exceso de garantismo y la elisión de la 

participación activa de la víctima dentro del proceso penal, la misma 

corrupción y la falta de inversión del Estado traducida en escasez de 

personal y de instrumentos, plantea un verdadero desafío para la 

administración de justicia.  

 

El Dr. Armando Montenegro Trujillo, ex director del Departamento nacional 

de planificación de Colombia afirmó que “la falta de jueces, policías y normas 

jurídicas eficaces ocasionan conflictos y, como resultado, se produce la 

violencia”. Así, de acuerdo con un estudio realizado por el Consejo Superior 

de la Judicatura, desde el año 1995, la demanda de justicia ha aumentado en 
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un 98.2%: De 898.162 procesos que entraron en aquella época, en el 2008 la 

cifra fue de 1’783.670 casos. Sin embargo, la demanda ha crecido a un ritmo 

más acelerado que el de la oferta de justicia ya que de 4012 jueces y 

magistrados que había en el 95, se pasó a 4237 funcionarios, esto quiere 

decir que la oferta sólo creció un 5.6%. 

 

De acuerdo con cifras de la Sala Administrativa del Consejo Superior, la 

administración de  justicia cuenta con un inventario de 2’977.941 procesos, 

de los cuales el 52% (1’548.418) está sin trámite, es decir, que no ha 

registrado actuaciones ni manifestaciones en los últimos seis meses. Aun así, 

la jurisdicción emite 4476 decisiones por día, de las cuales 1371 son 

acciones de tutela. 

 

Entre los principales problemas con los que cuenta la rama judicial en 

Colombia se encuentran: Falta de independencia del poder judicial, 

congestión judicial, leyes obsoletas y procesos judiciales prolongados, 

investigaciones judiciales deficientes, carencia de recursos, falta de 

trayectoria para la carrera judicial y adecuada capacitación para los jueces, 

acceso cada vez más limitado a la justicia, ausencia de sistemas modernos 

para la tramitación de los procesos judiciales, procedimientos largos, 

términos amplios para ciertas actuaciones, incumplimiento de términos, 

escasez de personal, apego al formalismo que impide pronunciamientos de 

fondo en la definición de controversias, notificaciones estériles o repetitivas, 

culto por lo escrito, trámites innecesarios, actividades administrativas que no 

deberían realizar los jueces, corrupción, pérdida de documentos en los 

juzgados, sistema carcelario deficiente, demora en la duración de los 
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procesos en los juzgados, bajo número de casos resueltos por el juez al año, 

desconfianza en las decisiones judiciales, fallas en el servicio a los usuarios 

 

Alexandra Vanegas Salazar (2002), en su tesis “Estado de las garantías en 

el proceso penal Colombiano”, afirma que “la ineficiencia de la Fiscalía se 

relaciona con la cantidad de tiempo y recursos que se requieren en el estudio 

previo de la toma de decisiones en el desarrollo de las funciones judiciales 

que ésta detenta”; de acuerdo con Socarrás (2008), hoy en día, en la Fiscalía 

General de la Nación, se sacan de 60 a 70 autos de similares características, 

de los de la ley 600 (inhibitorios, resoluciones de acusación, preclusión, 

situaciones jurídicas y otros), “esto significa que el trabajo se nos ha 

quintuplicado y el recurso humano es menos”. 

 

Hernando Fabio López Blanco, profesor y segundo Vicepresidente de la 

Academia Colombiana de jurisprudencia señala la falta de interés de los 

jueces en actualizar sus conocimientos, de manera que estén enterados de 

los avances de las ciencias jurídicas que surgen de los nuevos problemas. 

 

Según el ex presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, Enrique V. 

Iglesias, “todas estas causas conducen a una pérdida de legitimidad del 

sistema que socava los cimientos mismos de uno de los pilares 

fundamentales del imperio de la ley” 
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Todos estos factores, muchos de ellos estructurales, se aducen como 

alegatos apropiados para apelar libertad por vencimiento de términos 

avocando el principio del debido proceso. 

 

De acuerdo con la Corte Suprema de Justicia, en fallo Nº 39804, el debido 

proceso, se halla definido como aquél que se desenvuelve de acuerdo con 

las leyes preexistentes al acto, ante juez o tribunal competente y con 

observancia plena de las formas propias de cada juicio, involucrando los 

derechos a la defensa técnica y material durante la investigación y el juicio, al 

trámite sin dilaciones injustificadas, a presentar pruebas y a controvertir las 

que se alleguen, a la presunción de inocencia, a impugnar la sentencia y a 

no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.  

 

Así, el debido proceso obedece a una sucesión ordenada y preclusiva de 

actos, que no son solamente pasos de simple trámite, sino verdaderos actos 

procesales, metodológicamente concatenados en orden a la obtención de su 

precisa finalidad, y por lo tanto, obedece a unas reglas preestablecidas, las 

cuales de ninguna manera al arbitrio habrán de reemplazarse puesto que se 

han promulgado precisamente para limitar la actividad del juez y para 

preservar las garantías constitucionales que permitan un orden social justo. 

 

No obstante, muchas veces el denominado eficientismo judicial sin prestar 

mayor atención a las víctimas, olvida la parte del orden social justo, y 

últimamente ha optado por emitir declaratorias de libertad por vencimiento de 

términos, lo cual resulta inadmisible si ya se han presentado pruebas que 

ofrezcan cierto grado de culpabilidad de un indiciado. 
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El Estado que por mandato del artículo primero Constitucional, se funda 

como social de derecho, respetuoso de la dignidad humana y solidario con 

las personas que lo integran, en el tratamiento que le da a las víctimas 

adolece de una Política Criminal insensible a las víctimas y corre el riesgo de 

dejar este principio en un mero enunciado retórico que además rompe con el 

principio de igualdad (art. 13 de la C. P) toda vez que víctima - victimario no 

concurren al proceso con las mismas garantías. Semejante desproporción 

atiende a la concepción punitiva del derecho penal que exige del Estado 

hacia el procesado una especial garantía de sus derechos fundamentales 

pero que en ningún caso justifica su puesta en primer lugar por encima de los 

derechos de las víctimas. 

 

Es necesario, afirma García - Pablos, que la víctima sea re-descubierta para 

definir su "rol" con los restantes protagonistas del proceso penal, esto es, con 

el victimario y con el operador judicial. En la medida en que esto ocurra la 

víctima y el estudio científico de las víctimas -la victimologia- hará aportes 

importantes a la comprensión del delito. 

 

En ese sentido, cabe aportar a esta discusión,  las tres razones esenciales  

expresadas por Acosta (2003), que explican la escogencia de la justicia 

reparadora o restaurativa como vía para la solución de conflictos: 

 

La primera nos dice que la noción de justicia puede tener dos 

significados. Remite de una parte a una concepción moral, se 

refiere al hecho de ser justo, equitativo, honesto. En tal sentido la 

justicia restaurativa procura obtener una solución óptima para 
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todas las partes interesadas. Las víctimas tienen la ocasión de 

expresar su miedo y su indignación y de obtener el apoyo de la 

comunidad y una atención específica a sus sufrimientos y a los 

daños que le fueron ocasionados. El delincuente es escuchado, 

sus derechos respetados y tiene la oportunidad de reparar de una 

manera razonable y constructiva los daños ocasionados por sus 

acciones. 

 

De otro lado, la noción de justicia refiere la legalidad. La justicia 

restaurativa resulta significativa en aquellos casos en los que los 

procesos y los resultados restaurativos cumplen con la protección 

jurídica. 

 

En segundo lugar se dirá que la justicia Penal es básicamente 

proactiva u oficiosa, a diferencia de la civil que es rogada. Esto 

genera la impresión de un exceso de intervención en la vida social; 

más que seguir hablando la justicia penal en nombre de la 

sociedad, debe buscar implicarla en la búsqueda de soluciones 

concretas y armoniosas, condición sine qua non para obtener la 

paz social. 

 

La justicia restaurativa como alternativa completa debe incluir a 

las tres partes, es decir: la víctima, el delincuente y la comunidad 

local o la sociedad. 
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Finalmente, la pretensión de desarrollar la justicia restaurativa 

como una fórmula de solución y cambio al actual sistema penal, 

obedece de una parte a un fundamento comunitario que debe ser 

definido e incluso institucionalizado y, de otra, a la hipótesis según 

la cual los procesos restaurativos en una comunidad local llevarán 

a soluciones de los conflictos más constructivas. 

 

Los delincuentes aceptarán más fácilmente las sanciones 

restaurativas y se reintegrarán mejor a la comunidad después de 

tales sanciones. Al menos, esta ha sido una experiencia aplicada 

en algunos países de Europa, en Estados Unidos y Canadá. 

 

Pero además se dirá que este movimiento consagrado en la 

Constitución está fundado sobre la visión de una justicia ideal, 

impregnada de convicciones y valores ético-sociales de aplicación 

urgente que, de seguir en déficit, incrementará la crisis social que 

padecemos. 

 

Lo anterior, no obstante, parece no estar desarrollado o no haber tenido en 

cuenta la cultura y la idiosincrasia colombiana y es allí donde están 

intrincados los problemas de entendimiento y comunicación.  
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4.2 De la modificación de la Ley y los actores. 

 

Del análisis global de la situación-problema que se ha planteado, se 

desprende la idea de que es posible pensar  en que una de las 

consecuencias primarias y directas de este cambio en los tiempos 

estipulados en la Ley sobre vencimiento de términos, se halla por ejemplo un 

desplazamiento de la curva de producción de  justicia, pasando de la 

ejecución de penas y medidas por parte del Estado, a la ejecución de penas 

y medidas por parte de la sociedad, a tal punto de que pareciera tratarse ya 

una estrategia subliminalmente impuesta, dado que como se señaló en el 

aparte de los derechos de las víctimas, la libertad por vencimiento de 

términos no implica el fin de la acción penal, pero resulta que las situaciones 

que le dan lugar, producen tal indignación que, sin querer, está causando 

que las víctimas devengan en victimarios al verse burlados o desprotegidos 

por el Estado, es decir, al percibir injusticia. 

 

De no producirse tanto legal como financieramente un robustecimiento del 

aparato judicial, así como un proceso de estandarización del conocimiento de 

las normas en los jueces constitucionales, se espera una salida masiva de 

indiciados y también manifiestos delincuentes por cuenta de una formalidad, 

a la que el Estado parece no prestarle atención para paliarla o mitigar sus 

posibles efectos negativos, y por la cual resulta como el último responsable 

de las cadenas de violencia polimórfica que re victimiza a las víctimas y sus 

núcleos familiares inclusive, las cuales, terminan demandando al Estado y de 

comprobarse tal falla, ahí si existen recursos para pagar y reparar a 

particulares, en lugar de prevenir por el bien común, tales demandas 
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millonarias. Ésta es una grandísima e incomprensible ironía acerca de la cual 

la presente investigación hace clara advertencia y crítica. 

 

En ese sentido, el único avance notorio que se ha atisbado, ha sido el de la 

Sala Penal en protección de los menores de edad. “Amparada en el artículo 

199 de la Ley 1098 de 2006, o el Código de Infancia y Adolescencia, dicha 

corporación aseveró que permitir la libertad [por vencimiento de términos] en 

estos casos, pone en riesgo la integridad física y mental de los menores y 

distancia a los funcionarios judiciales del deber que tienen de adoptar 

medidas para su protección y seguridad” (Vanguardia.com, 2012). 

 

Así pues, a falta del pronunciamiento del Legislador con respecto a la fijación 

de excepciones y controles al otorgamiento de la petición de libertad por 

vencimiento de términos,  subraya la Corte Constitucional su posición 

histórica en relación con la materia, en el sentido de que: 

 

[…] la duración de la privación temporal de la libertad, aplicable a 

las etapas de investigación y juzgamiento, consulta en una 

sociedad democrática el delicado equilibrio que debe mantenerse 

entre el interés legítimo del Estado de perseguir eficazmente el 

delito y sancionar a los culpables y, de otro lado, la necesidad de 

asegurar la libertad de las personas y la posibilidad de garantizar 

un proceso justo e imparcial (Corte Constitucional. Sentencia C-

300 de 1994. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
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Vistas estas posibilidades, y el problema en sus diferentes ángulos, así 

como la situación carcelaria del país, que comporta casi una progresión 

aritmética versus una geométrica del aparato judicial, resulta más que 

evidente que la imagen de la justicia colombiana no se mejora endureciendo 

las penas o las restricciones para la concesión de subrogados penales o la 

preclusión de una investigación sino más bien con inversión; aquí surge 

entonces un interesante interrogante y que no corresponde a los fines de 

este trabajo: ¿Cuáles son las razones que impiden una mayor inversión en la 

justicia y en particular, en el tan bien vendido Sistema Penal Oral Acusatorio, 

dadas las directas e inmediatas repercusiones sociales y humanas que éste 

carga consigo? 

 

De entrar en vigencia la nueva disposición jurisprudencial tocante al numeral 

5º del artículo 317 del Código Penal, podría percibirse una mejora inmediata 

de la crítica y crónica situación carcelaria, pero se podría estar llevando al 

límite a la sociedad y ello se traduciría en la propagación de la justicia por 

cuenta propia y el detrimento de la sensación de seguridad, lo cual entra en 

los terrenos de las funciones esenciales del Estado contempladas en los 

artículos 1 y 2 de la Constitución Nacional. 

 

Una de las novedades normativas en materia de vencimiento de términos de 

duración de la afectación del derecho a la libertad, es la entrada en vigencia 

con la promulgación de la ley 1760 del año 2015, la cual coloca límites a la 

afectación del derecho a la libertad y de igual manera hace más taxativo el 

marco normativo que debe de guiar la visión de los jueces en el momento de 

valorar la procedencia, admisibilidad y revocatoria de una medida de 

aseguramiento, esta novedosa normatividad que representa una conquista 
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del garantismo está motivada por la necesidad de constitucionalizar, y hacer 

prevalecer el derecho fundamental, por encima de la política criminal, a tal 

efecto los proponentes de la citada norma se basaron en un informe del 

consejo asesor de política criminal, en el cual se exponían despiadadas 

estadísticas y cifras, en materia de población carcelaria por medida de 

aseguramiento, lo cual motivo la necesidad de conciliar la política criminal, 

con el resto de la política pública del Estado, desarrollando medidas para 

que los jueces de la republica cierren el margen de interpretación en el 

momento de adoptar una decisión, en materia de afectación y revocatoria de 

restricción del derecho a la libertad, para de esta manera impregnar por 

medio del constitucionalizado derecho a la libertad el derecho procesal penal 

colombiano.  
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        5 ANÁLISIS DE DATOS. 

 

Tomando como referencia los despachos de la Fiscal 25 delegada ante los 

jueces penales del circuito de Planeta Rica, Córdoba, así como de la 

subdirección de la fiscalía seccional Barranquilla, en el primero reposan más 

de 850 procesos que corresponden a tres municipios de Córdoba, (Pueblo 

nuevo, Planeta Rica y Buenavista), de modo que no sólo se evidencia una 

recarga laboral, por trabajar en conjunto con un juzgado promiscuo, sino que 

la cifra de declaratorias de libertad por vencimiento de términos ha venido 

creciendo en el último año, en virtud de las últimas modificaciones de forma y 

de fondo que recibió el artículo 317 de la Ley 906 de 2004. 

 

Así por ejemplo, respecto al tiempo que transcurre desde cuando se radica el 

escrito de acusación y se procede a la audiencia prevista en el artículo 339 y 

siguientes del Código de Procedimiento Penal, por vencimiento de términos, 

se produjeron 18 declaratorias de  libertad en el primer semestre del 

presente año. 

 

Por otra parte, respecto de juicios con persona privada de la libertad, que 

superan el año de duración sin que haya definición alguna de la justicia: 20 

casos que en su mayoría son delitos sexuales en los cuales los jueces no 

conceden las libertades por estar expresamente prohibido en la Ley.  

 

Si conforme al mandato del debido proceso, contemplado en el artículo 29 de 

la Carta, la actuación procesal penal se debe adelantar sin dilaciones 
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injustificadas; si la justicia, sobre todo en materia penal, debe ser pronta y 

cumplida como se colige de la lectura de los textos legales, jurisprudenciales 

y doctrinales, ¿qué hacer entonces con estos dos segmentos del proceso 

para que en efecto la necesidad, la ponderación y la razonabilidad marquen 

verdaderamente la pauta como instrumentos protectores del derecho a la 

libertad?  

 

Además de las debidas soluciones de fondo en cuestión de inversión y 

capacitación de los operadores judiciales, se requiere un estudio cuidadoso 

de la Ley en cuanto al tratamiento penal de algunos delitos, dado que una 

importante cantidad de procesos derivan de hurtos menores, pero que 

igualmente deben terminar en la restitución e indemnización de la víctima 

más que en la detención del causante del injusto. 

 

Es curioso por ejemplo, cómo en la sociedad israelí, derivado de una 

tradición y legislación antiquísima, el hurto, no es castigado con privación de 

la libertad, sino con la devolución absoluta del precio del bien mas una quinta 

parte adicional de su precio estimado; si se presenta incapacidad de rendir 

tales cuentas por parte del que cometió el hurto, se opta por el trabajo en 

favor de la víctima tomando como referencia el precio de un día de trabajo 

proporcional a las actividades a realizar hasta que se compensara el daño 

causado. Pero en Colombia, el hurto es uno de los delitos que más priva de 

la libertad a las personas y lógicamente, incrementa la carga laboral de los 

despachos penales.  

 



55 
 

En un estudio realizado por el Consejo Superior de la Judicatura en 2007, dio 

como resultado que los pleitos de tipo penal pueden tardar, en promedio, 

hasta 1.200 días si es evacuado por fiscales y jueces de Barranquilla, 

Cartagena, Valledupar, Montería, Riohacha, Santa Marta y Sincelejo. 

 

Empero, cuando un sindicado decide acogerse a la figura de la sentencia 

anticipada  aceptar cargos para obtener una rebaja de pena el tiempo del 

proceso se reduce. En la zona Atlántica, hasta cerca de 1.000 días. 

 

Los procesos más frecuentes tienen relación con los delitos contra el 

patrimonio económico hurto, estafa, extorsión, fraude mediante cheque; el 

hurto calificado y agravado y los homicidios y lesiones.  

 

Es en Bogotá en donde se registra el más alto volumen de casos de hurto; 

mientras que en Barranquilla y Cartagena zona Atlántica los pleitos más 

comunes son los de homicidios y lesiones personales. Una situación similar 

se registra en la zona Oriental, de la cual hacen parte Bucaramanga y 

Cúcuta. 

 

A esta situación, cabe añadir que el cese de actividades de la rama judicial el 

cual a veces es en solidaridad con algún sector, o bien con reclamaciones 

salariales y condiciones de trabajo, constituyen un crítico factor que pone en 

peligro el orden social. Uno de los instrumentos o facultades que posee el 

presidente de la república, emanado del artículo 213 superior, es el decreto 

de conmoción interior y la última vez que tuvo que utilizarse debido al paro 
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judicial, fue en el año 2008, durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez el cual 

tuvo que acudir a dicha medida, para evitar el colapso de la administración 

de justicia y por ende de la sociedad colombiana. 
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5. CONCLUSIONES. 

 

Vistos los datos, la discusión y el marco teórico en la presente investigación, 

se allegan las siguientes conclusiones: 

 

1) La libertad por vencimiento de términos cuenta ahora con al menos 

dos elementos más para su proliferación a partir de las últimas 

reformas de Ley y en virtud de la sentencia C-390 de 2014 emanada 

de la Corte Constitucional, como ser el punto de partida para el 

cómputo para hacer su solicitud, siendo éste la impetración del escrito 

de acusación, y ahora, la reducción del tiempo a transcurrir desde el 

mismo hasta la audiencia del juicio oral, a tan sólo 60 días sin que 

hasta la presente se haya formulado una ley que regule o trate las 

dificultades que presenta el sistema judicial colombiano. 

 

2) Las víctimas y sus derechos en los procesos penales, dadas las 

características actuales de la administración de justicia, no gozan de 

las mismas garantías conferidas o diseñadas para el victimario. De 

entrar en vigencia la nueva interpretación tocante a la libertad por 

vencimiento de términos, y de no adoptarse medidas financieras y 

administrativas, los mayores beneficiarios serían los victimarios. Las 

víctimas sólo dependen del buen funcionamiento del Estado y el único 

recurso lejano en su favor, es la denuncia disciplinaria de los 

funcionarios, sin que ello signifique una compensación del costo de 

oportunidad. 
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3) El nuevo esquema o diseño de los despachos, redujo el número de 

empleados en los despachos judiciales, asumiéndose erróneamente 

que la oralidad se traduciría en menos trámites por escrito, situación 

que no corresponde a la realidad, dado que la práctica establecida, 

sea por error, por mal entendimiento o cualquier otra causa, se ha 

estado requiriendo la transcripción de las audiencias y una serie de 

trámites que no difieren mucho del antiguo sistema, de modo que la 

recarga laboral sigue favoreciendo a los victimarios en pro del 

vencimiento de términos. 

 

4) Se evidencia una tendencia al incremento en las cifras de libertades 

decretadas por vencimiento de términos en los despachos 

referenciados en la muestra, siendo esto preocupante, porque tal y 

como se señaló en el análisis de resultados, los injustos más comunes 

en la Costa caribe son los homicidios y las lesiones personales, 

haciendo terceto con el hurto en sus varias categorías, lo cual es 

atentatorio del principio de igualdad y vulnera el principio de la 

seguridad ciudadana que posee rango constitucional superior, así 

como la confianza legítima y la seguridad jurídica. 
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6. RECOMENDACIONES 

 

Se propone en consecuencia, que el gobierno nacional, en cabeza del 

ministerio de justicia y las instituciones competentes, tenga en cuenta que de 

poco sirve el incremento del pie de fuerza de la policía nacional que se 

encargue de aprehender, conducir o capturar a los individuos que cometen 

injustos si al final de la cadena de producción de justicia, éstos regresan a las 

calles, a sus malos hábitos y a poner en peligro a la sociedad, debido a que 

no existe policía judicial suficiente ni competente, ni infraestructura adecuada 

que le brinde celeridad, eficiencia y eficacia a los procesos penales y respete 

por igual los derechos de las víctimas y de los victimarios, y que por lo tanto: 

 

a) Amplíese la contratación de personal suficiente para la división de 

policía judicial por lo menos de manera proporcional a la demanda 

según las regiones. 

b) Delimítese las funciones de la policía judicial a su estricta razón de ser, 

que es la investigación y recolección de evidencia y material 

probatorio en sinergia con la fiscalía. 

c) Reglaméntese por Decreto una línea de mando clara y estable en el 

tema de la policía judicial a fin de evitar pérdida de subordinación y 

responsabilidades o laxitudes excesivas, dado que en la práctica 

actual, dicha línea yace difuminada. 

d) Que la víctima pueda participar directamente con aportación de 

pruebas como forma de mitigar la deficiencia de policía judicial o bien 
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en tanto que se incremente gradual y razonablemente su número de 

efectivos. 

e) Notifíquese directamente a la víctima cada actuación procesal 

realizada con el victimario a fin de fortalecer la sensación de confianza 

en el sistema judicial para cual se sugiere el empleo de mensajes de 

texto, llamada, o correspondencia por correo certificado. 
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